Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:05). 


—La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, en su vigésimo día de trabajo, recibe 
con mucho gusto a la doctora Susana Muñiz y al resto del equipo de la Administración de los Servicios 
de Salud del Estado, comúnmente conocido como ASSE. 


Dado que los invitados conocen muy bien el mecanismo de trabajo porque ya concurrieron a 
la Cámara de Representantes y puesto que en este inciso los señores legisladores plantean siempre 
muchas consultas, a los efectos de ahorrar tiempo cedemos inmediatamente el uso de la palabra a la 
presidenta de ASSE, doctora Susana Muñiz. 


SEÑORA MUÑIZ.- Antes de ingresar en el articulado correspondiente a este inciso, que es muy breve, 
quisiera referir algunos datos —también muy breves— que considero importante que los conozcan. 


Como los señores senadores saben, ASSE es un organismo sumamente grande, que cuenta 
con más de 900 unidades asistenciales, entre ellas cuarenta y tres hospitales, centros de salud, 
policlínicas y consultorios distribuidos en todo el territorio nacional. 


En la pantalla se ven puntitos que indican los lugares donde se encuentran las unidades 
asistenciales. Como se puede apreciar, prácticamente peinamos todo el territorio nacional, incluyendo 
no solo los servicios de las capitales departamentales y las principales ciudades, sino también los del 
territorio rural. 


En cuanto a los colores, en la división corresponden a la regionalización de ASSE, ya que 
contamos con un director regional y un equipo que coordina las acciones en territorio. Tenemos 5.500 
camas en los diecinueve departamentos del país y atendemos a casi 1:300.000 usuarios —esto es, 
cuatro de cada diez uruguayos—, de los cuales 500.000, son usuarios Fonasa. 


Si observamos la evolución histórica, constatamos que más o menos el número total de 
afiliados permanece constante y lo que crece fundamentalmente es el número de afiliados Fonasa. 


A efectos de que los señores senadores tengan una idea de qué pasó con la rendición de 
cuenta anterior, debo decir que nos presentamos con varios artículos, solicitando recursos para 
infraestructura. En el curso de este año se han inaugurado infraestructuras que corresponden a varias 
policlínicas en la zona de frontera, algunas de ellas realizadas en cooperación con los gobiernos 
alemán y brasileño, pero también con las contrapartidas aportadas por ASSE. 


En la imagen que se está proyectando vemos la policlínica de Moirones, Cuareim, Extensión 
Sur-Bella Unión, Cañas, Laguna Merín, 18 de Julio y Lascano. Además, hay otras policlínicas como 
Paso Ataques en Rivera y Plácido Rosas, en Cerro Largo. 


Ahora estamos viendo las obras en el Hospital Pasteur, donde se está instalando el 
equipamiento que vamos a poner en funcionamiento a la brevedad. Recuerden que las obras se 
realizaron en el área de emergencia, en el block quirúrgico y en los servicios de apoyo. 


Por otro lado, quiero mencionar las nuevas salas en las colonias psiquiátricas. Como los 
señores senadores saben, si bien es cierto que se votó una ley sobre salud mental y justamente 
apostamos a la desinstitucionalización de los pacientes, la realidad es que hoy todavía los tenemos y 
tenemos que darles condiciones dignas. 


En Nueva Palmira se realizó una nueva puerta de emergencia y aspiramos a que sea la única 
emergencia en la ciudad. 


Por otra parte, tenemos que hablar sobre los avances de las obras en el Hospital de Colonia, 
que van a culminar el año que viene. 


En el Hospital de Pando, se hicieron a nuevo tanto el laboratorio como la farmacia y de aquel 
viejo hospital hoy quedan muy pocas partes. 


En el Hospital Pereira Rossell, especificamente en el hospital de la mujer, se hicieron obras en 
las salas de nacer y en el block quirúrgico, en el sector los neonatos. En el sector de niños, se hizo un 
sistema de clasificación sanitaria en la emergencia, por lo que actualmente se están utilizando los 
protocolos más modernos de Europa. 


En cuanto a las ambulancias —sabemos que es un tema que ustedes reclaman muchísimo—, 
hoy tenemos 352 y a fin de año vamos a contar con 374 propias; 22 de ellas son nuevas y 60 se van a 
recambiar. 


En relación con los recursos humanos presupuestados, en pantalla pueden ver el detalle de 
cómo se han ido presupuestando desde 2011 a la fecha los dependientes de la comisión de apoyo y 
del patronato del psicópata, los complementos, los profesionales y los complementos de los 
profesionales. La idea es que para 2017 —seguramente después vamos a hablar de este tema— pasen 
1280 vínculos al presupuesto. 


En la proyección que estamos viendo, se muestra la evolución. El color rojo representa a los 
funcionarios que están por el rubro O, el verde a los que están por comisión de apoyo y el lila a los del 
patronato del psicópata. 


Intenté no ser demasiado extensa. Si la mesa está de acuerdo, pasamos al articulado. 


SEÑOR DELGADO.- Antes de ingresar al articulado, me gustaría hacer unas preguntas —es la primera 
vez que en una rendición de cuentas ASSE no tiene muchos artículos— debido a que en los últimos 
tiempos ASSE ha estado en el centro de la discusión pública por diferentes razones. Vamos a tratar de 
ser prácticos y de no reeditar algunas discusiones que se dieron durante la comparecencia de los 
representantes de ASSE en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de 
Representantes que, en términos generales, tienen que ver con la gestión de la rendición de cuentas 
que estamos evaluando. 


Realizaré preguntas sobre algunas situaciones novedosas que se dieron desde la 
comparecencia de los representantes de ASSE en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda 
de la Cámara de Representantes a la fecha. Creo que sería muy importante que la presidenta o el 
directorio de ASSE hicieran algún comentario al respecto. 


Cuando la presidenta de ASSE estaba inaugurando la policlínica de Paso Ataques en Rivera 
yo estaba de gira en ese departamento. Me estaban haciendo una nota en una radio y me hicieron 
escuchar unas declaraciones muy duras por parte de la presidenta de ASSE contra quienes critican 
esa administración, quizás inspirada por el nombre de la localidad. Concretamente, se trata de 
declaraciones hacia quienes criticaban ciertas situaciones que se daban en el hospital de Rivera. A la 
vista están algunos de los resultados que se dieron y que estaban siendo reclamados por diferentes 
actores. 


En estos días, escuché en la prensa al gerente general de ASSE —debo decir que muy 
medido al respecto— sobre la investigación que se llevó adelante en Rivera, sobre la primera decisión 
que se tomó con respecto al director de Rivera, sobre la segunda decisión —-que es la que hoy está 
vigente— respecto a la separación del cargo del director y el subdirector del hospital de Rivera, y 
después el anuncio de cuatro renuncias de directores de diferentes áreas. 


La primera pregunta tiene que ver con qué pasó entre la primera decisión del directorio de 
ASSE y la segunda. Me gustaría saber si ya está el informe final de la investigación administrativa y si 


eso determinó una nueva resolución del directorio de ASSE. Obviamente, quiero saber cómo fue la 
votación porque, según lo que trascendió en la prensa, hubo un informe de la investigación 
administrativa bastante contundente y nos pareció curioso que la decisión del directorio de ASSE no 
fuera tomada por unanimidad y que la presidenta votara en contra. Me gustaría saber cuáles fueron las 
causas de su voto en contra. También quiero saber si esa situación que se ha vinculado a una relación 
con comisiones de apoyo —en definitiva es eso- se repite en otros lugares del país. 


La segunda pregunta está relacionada con la gestión sobre la que estamos evaluando a 
ASSE. Me refiero a un informe que también salió en la prensa —incluso hay declaraciones del gerente 
general Millán— sobre diferencias de stock, particularmente en el hospital de Salto. Lo escuché decir 
que había una diferencia de 2.400 medicamentos entre el stock registrado y el real del hospital de 
Salto. Quiero saber si esa información que trascendió es cierta, cuál es la causa y si se trata de una 
situación que pueda darse en otros centros hospitalarios o centros de salud que maneja ASSE. En ese 
sentido, quiero saber cuáles son las farmacias de ASSE que están habilitadas por el ministerio de 
Salud Pública. 


Por una cuestión de economía de tiempo voy a hacer una tercera pregunta para que después 
se responda todo junto. Hemos visto dos dictámenes de auditorías del Tribunal de Cuentas sobre los 
estados contables de años anteriores relativos a las comisiones de apoyo y en ambos ejercicios se 
marca la problemática de los juicios laborales. A esto se hizo referencia —por lo menos de manera 
lateral- en la Cámara de Representantes y se mencionó que se habían liquidado sueldos por un 
convenio diferente al que habría correspondido. Esto hizo que algunas partidas, fundamentalmente las 
que refieren al presentismo, a la antigúedad, etcétera, no fueran liquidadas por las comisiones de 
apoyo aunque debían hacerlo. Se nos ha dicho que existen juicios millonarios vinculados a 
trabajadores de estas comisiones de apoyo y por eso queremos consultar al directorio de ASSE a este 
respecto para saber si esto es así. ¿Legalmente corresponde lo que se está reclamando? En el caso 
de que ello corresponda, ¿ASSE tiene las previsiones presupuestales para cumplir y regularizar la 
situación —desconozco las cifras y por eso lo pregunto— o se va a amparar en lo que prevé el artículo 
15 de esta rendición de cuentas? 


SEÑORA MUÑIZ- La primera pregunta tiene que ver justamente con el hospital de Rivera y lo que 
debo aclarar a los señores senadores es que, como sabrán, dicha institución ha cambiado 
drásticamente en los últimos años. En 2010, se realizaban allí solo operaciones coordinadas los días 
jueves y no se podía resolver prácticamente nada. Ni siquiera se podía resolver lo relativo a la 
imagenología. Lo cierto es que allí se procesaron cambios profundos que no están en cuestionamiento 
por parte del directorio. 


Como saben, las decisiones se toman en un directorio que es un colegiado y, obviamente, se 
resuelve por mayoría. Esto tuvo que ver con aspectos administrativos; no hay cuestionamientos éticos 
a la figura del director del hospital. La diferencia que hubo en la votación se debió a que, después de 
una investigación administrativa, el director de la parte jurídica consideró que los miembros del equipo 
de gestión debían ser sumariados. Recordemos que el director del hospital tiene un cargo que no es 
del rubro 0 sino de la comisión de apoyo, por lo que no se le puede hacer un sumario. Sin embargo, lo 
que sí existe es la figura del tribunal disciplinario. 


En definitiva, otro miembro del directorio y quien habla entendimos que ese tribunal 
disciplinario debía otorgar el derecho al debido proceso que tiene todo funcionario, pero el resto del 
directorio no estuvo de acuerdo. En consecuencia, por esa razón estuvo dividida la votación. 


SEÑOR DELGADO.- Entiendo que salió tres a dos. 


SEÑORA MUÑIZ.- Así es, señor senador. No se dio lugar al tribunal disciplinario, aspecto que seguiré 
defendiendo porque creo que es algo que les corresponde a todos los funcionarios. 


En cuanto a las comisiones de apoyo y si hay situaciones que se dan en otros lugares del 
país con respecto a los directores, en realidad —no sé si entendí bien la pregunta—, debo decir que se 
presupuestó a casi todos. No sé por qué no se había resuelto la situación del director del hospital de 


Rivera, ya que se había pedido varias veces en el directorio. Como sabrán, corresponde que el director 
del hospital sea el ordenador del gasto; en este caso, Andrés Toriani no lo era, justamente, por no ser 
contratado por el rubro O a pesar de ser un funcionario antiguo de la institución. Presumo que su 
situación debió haber quedado para atrás porque todos los nuevos directores están presupuestados o 
ingresan a través del artículo 256. En realidad, para nosotros es un problema tener a los directores 
bajo la figura de comisión de apoyo. 


Con respecto a las diferencias en el stock que fueron detectadas por la Gerencia General, si 
la señora presidenta lo permite, me gustaría que el gerente general, Richard Millán, explique la 
situación. 


SEÑOR MILLÁN.- Buenos días, señora presidenta y señores senadores. Para mí es un gusto estar 
acá. 


La semana pasada estuvimos en la Comisión de Salud de la Cámara de Representantes, y el 
señor presidente de la comisión, el diputado Lema, nos hizo el mismo planteamiento que el señor 
senador. Le respondí que era cierto y que estábamos investigando. Pero eso fue el martes y la semana 
—por el feriado— terminó el jueves. De todos modos, yo ya lo pedí por escrito. Lo que dice el señor 
senador es cierto. Y si bien estamos hablando de miles y miles de medicamentos, 2400 es mucho. 
Como le dije al señor diputado Lema, cuando las Intendencias o la Policía retiran medicamentos que se 
venden —como él dice— en las ferias, es muy fácil hacer el seguimiento y saber si el lote es o no de 
ASSE. Nunca se ha podido comprobar. Llegado el momento, yo me voy a encargar personalmente de 
verificar si es de ASSE o no. Estamos viendo si esta situación sucede en otros lugares, y contamos 
para el control con un sistema informático. 


En cuanto a la información de Salto, me va a llegar sin falta esta semana. Le prometí al 
diputado Lema que se la iba a entregar. Por lo tanto, señora presidenta, si lo considera pertinente yo 
podría entregársela a usted o al senador que la requiere, pero realmente no fue mala voluntad, no 
tuvimos el tiempo suficiente para tener ese informe en tiempo y forma como lo merecen tanto el 
diputado Lema como el señor senador que lo ha pedido. 


SEÑOR DELGADO.- Cuando hice mi introducción, hablé de declaraciones mesuradas del gerente 
general, señor Millán, que me parecieron muy oportunas y criteriosas sobre la denuncia de la falta de 
2400 medicamentos en el stock real con respecto al stock de registros del Hospital de Salto. El señor 
Millán acaba de decir que cuando asistió a la Comisión de Salud Pública de la Cámara de 
Representantes, dio cuenta de eso y dijo que era verdad, que era así y que lo confirmó; obviamente, 
además de contar con esa información o denuncia pública, me imagino que habrán tenido algún tipo de 
auditoría interna que harán al respecto. Y la pregunta que va de suyo es la siguiente. Esta situación 
que se dio y se confirmó en el Hospital de Salto, ¿también se da en otros centros de salud? La 
segunda pregunta refiere a la habilitación y control del Ministerio de Salud Pública a las farmacias de 
ASSE. 


SEÑOR MILLÁN.- Siempre, señora presidenta, la diferencia de stock oscila en un 3 %. Las fallas 
humanas existen, así como también algún otro problema que se pueda generar, pero nunca hemos 
tenido un valor que nos llamara la atención, y ese porcentaje está dentro de los márgenes normales. 
Nosotros hacemos auditorías, y esa a que se refiere el señor senador es del mes de diciembre de 
2016. No esperamos pero sí agradecemos que nos informen cuando hay fallas, pero nosotros estamos 
buscando nuestras propias fallas y tratamos de corregirlas. Estamos hablando de 2016, de 900 puntos 
de atención, de 43 hospitales, de muchos pacientes y de muchos trabajadores. Por lo tanto, reitero: es 
un porcentaje que no está dentro de márgenes que nos llamen la atención, pero sí queremos saber por 
qué y mejorar la gestión, porque para eso estamos y fuimos elegidos. Le contesto al señor senador que 
esto se da en muchos lugares, pero está dentro del margen del 3 % que se estima en esta cuestión, tal 
como sucede también en cualquier institución privada. 


SEÑORA MUÑIZ.- Complementando lo que dijo recién el señor gerente general, señalo —esto es 
importante—- que todas las farmacias que tiene ASSE —que son 87- cuentan con químicos 
farmacéuticos y sistema informático. Se me podrá decir que en algunos pueblos del interior, en el 
medio rural, se ve dispensación de medicamentos, pero se trata de dispensarios de medicamentos que 


se encuentran a cargo de estos químicos farmacéuticos que están, en general, en las capitales 
departamentales. 


Es cierto que tenemos un número importante de farmacias que están en trámite de 
habilitación y, al momento, no hay ninguna que lo haya terminado. 


SEÑOR DELGADO.- ¿En el Ministerio de Salud Pública? 
SEÑORA MUÑIZ.- Sí, exactamente. 


En realidad, se está trabajando en eso que, muchas veces, tiene que ver con temas de 
infraestructura —que se han mejorado en el último tiempo- y con procedimientos internos del propio 
ministerio. 


En cuanto a los juicios laborales, debo decir que va a venir un artículo en relación a ese tema 
que, si los señores senadores están de acuerdo, podremos ver más adelante. 


Comenzaríamos, entonces, con el articulado. 


El artículo 201 tiene que ver con la extensión del período de presupuestación. Como saben 
los señores senadores, hasta ahora eran presupuestables los funcionarios que hubieran ingresado 
antes de diciembre de 2010. Lo que estamos solicitando ahora, en este artículo, es que los 
funcionarios que hubieran ingresado antes del 31 de diciembre de 2015, siempre que tengan, al 
menos, dieciocho meses de antiguedad ininterrumpida y cuenten con evaluación favorable, sean 
presupuestables. 


En el artículo 202 solicitamos que se faculte al inciso a reasignar los créditos autorizados en 
el grupo 2, Servicios no personales, según el siguiente detalle: al grupo 0, Servicios Personales, hasta 
$ 100:000.000, con destino a financiar la creación de cargos para la conformación de equipos de 
traslados especializados en las unidades ejecutoras del interior del país. Hay un reclamo permanente — 
que, seguramente, reciben los propios legisladores— respecto a la extensión del servicio 105 al interior 
del país. Estaríamos en condiciones, justamente, de empezar a extender este servicio, y estamos 
buscando algunos ejes que serían estratégicos para ese propósito, por lo que estamos solicitando esos 
$ 100:000.000. 


Por otro lado, también estamos solicitando la reasignación de créditos al grupo 0, Servicios 
Personales, también hasta $ 100:000.000, para crear cargos para la conformación de equipos 
asistenciales y de apoyo con la finalidad de prestar servicios de diagnóstico o tratamiento. Como 
recordarán los señores senadores, el año pasado presentamos, inclusive, un artículo que tenía que ver 
con la extensión de los servicios de radioterapia al interior del país. Obviamente, la radioterapia es un 
servicio de tratamiento, pero esto también incluye algunos servicios necesarios en lo que tiene que ver, 
por ejemplo, con las áreas de diagnóstico. Se viene ya el hospital de Colonia que, obviamente, va a ser 
bastante grande y, al crecer, también vamos a necesitar recursos allí. 


Por otro lado, también solicitamos la reasignación al grupo 3, Inversiones, hasta $ 
50:000.000, con destino a financiar las necesidades de bienes muebles e inmuebles requeridos. Esto 
también tiene que ver con equipamiento, con obras e infraestructura que necesitamos. Así como los 
señores senadores estuvieron viendo la cantidad de policlínicos que se fueron haciendo en la zona de 
fronteras, no es menos cierto que los necesitamos en otros lugares y, además, también es preciso el 
recambio de determinados recursos tecnológicos. 


SEÑOR DELGADO.- Quiero consultar algo siguiendo el orden de los artículos a los que la doctora 
Muñiz viene haciendo referencia. 


El artículo 202 refiere a la conformación de equipos de traslados especializados en las 
unidades ejecutoras de la Administración de Servicios de Salud del Estado. Quisiéramos saber si se 


puede informar sobre las unidades ejecutoras en las cuales se prestarán servicios de traslados 
especializados con personal propio de ASSE, de acuerdo con la propuesta del mencionado artículo. 
Asimismo, consultamos sobre las unidades ejecutoras en las cuales se crearán equipos asistenciales 
y de apoyo, de acuerdo con la propuesta prevista en el artículo 202. Luego se hace referencia a una 
serie de inversiones con destino a financiar las necesidades de bienes muebles e inmuebles. 


En cuanto a las inversiones y al equipamiento teníamos tres preguntas. Obviamente, en 
términos generales es importante conocer el plan de inversiones 2017-2018, pues con la situación de 
ASSE con 900 puntos de atención —la red de atención más importante del Uruguay-—, sería más que 
esclarecedor. Queríamos consultar por temas puntuales, algunos de los cuales la doctora Muñiz 
mencionó en forma tangencial. Habló del hospital de Colonia y, por eso, queríamos preguntar cuál es el 
costo de la obra, si está prevista la fecha de finalización y puesta en funcionamiento, si el tema del 
terreno —un aspecto complicado, dado que no pertenece a ASSE- está solucionado y si está previsto 
un CTI en Colonia. También quisiéramos saber si en este artículo están proyectadas las inversiones de 
la emergencia del hospital Saint Bois. 


Con respecto al hospital Pasteur queríamos preguntar sobre la fecha y el costo de la puesta 
en funcionamiento y si está incluida en esta propuesta la remodelación del hospital. Por lo que se nos 
ha informado, al parecer había una fecha de finalización prevista para fines del año pasado, 
concretamente, para diciembre de 2016. Sabemos también que para este hospital hay una propuesta 
de compra centralizada vinculada con el proyecto quirófanos inteligentes de entre USD 110.000 y USD 
180.000 y quisiéramos saber si está prevista esta propuesta dentro del plan de inversiones. 


SEÑOR MILLÁN.- Con respecto a la primera parte de las preguntas del señor senador Delgado, debo 
decir que en cuanto a los $ 100:000.000 para el servicio105, la idea es tratar que todos los servicios de 
traslado especializado los realice ASSE y no se tercericen. 


Entendemos que el litoral oeste del país merece atención, entonces, comenzamos con Bella 
Unión y seguiremos con Salto, Paysandú, Fray Bentos y Mercedes; con eso, cubriríamos toda el área. 
Si bien esa región es un área turística, también por allí pasa mucho transporte de carga y los que 
recorremos el interior vemos esos camiones cargados con troncos y leña por la ruta. También 
queremos fortalecer, como lo hemos hecho con Las Piedras, el otro lado de la ruta n.* 8 que es muy 
importante. Me refiero a la ciudad de Pando, Barros Blancos y toda la zona adyacente en la que hay 
mucha población. Entendemos que el servicio 105 tiene que estar ahí. En todo esto se invertirían los $ 
100:000.000. Si nos diera para más, haríamos más, pero al hacer la previsión quisimos estar seguros y 
no prometer lo que no podremos cumplir. Probablemente esto lo podamos cumplir y, por lo tanto, esos 
$ 100:000.000 se destinarán a esa área del país. Seguramente luego seguiremos avanzando porque 
queremos llegar a toda la ruta n.” 5 que es un eje muy importante, así como a la ruta interbalnearia y la 
ruta n.* 1 que también son fundamentales. Por ahora la promesa real que podemos hacer es esta y si 
podemos seguir avanzando lo haremos; de lo contrario esperaremos a la rendición de cuentas del año 
que viene en la que los legisladores nos autorizarán o no más dinero para esto. 


Quiero señalar que la cifra de $ 100:000.000 que ASSE está pidiendo es un planteo diferente 
porque no solicitamos más dinero para trabajar, sino que se está solicitando que de gastos de 
funcionamiento se autorice sacar ese dinero. Lo que gastábamos en el sector privado lo queremos 
recuperar y ese dinero destinado a un proyecto va a ser autorizado por el Ministerio de Economía y 
Finanzas. Insisto que no es dinero que se pide de más, sino que es proveniente de gastos de 
funcionamiento. 


Hay otro punto muy sensible que son los CTI. El año que viene con esta plata vamos a 
aumentar las camas del hospital Maciel agregando cuatro más. Creemos que este hospital tiene que 
ampliarse. Debemos tener más camas propias porque, como sabrán, a veces tenemos camas pero hay 
que bloquear dos o tres por infecciones intrahospitalarias que son producidas por bacterias resistentes 
en pacientes que están internados, y el Ministerio de Salud Pública, a pesar de tener la cama libre está 
bloqueada hasta que la persona egresa y se realiza la desinfección. En este proceso se pierden 
algunos días. Pero no solo estamos hablando de CTI, sino también de tomógrafos. Con este dinero 
también queremos comprar este tipo de instrumental para los hospitales Pasteur, Español —allí hay un 
tomógrafo que fue donado hace años por la República de China y que ya no tiene arreglo— y Maciel. 


De esta forma se podrán hacer todas las tomografías de Montevideo y de la zona metropolitana en 
ASSE y no en el sector privado. Para nosotros esto es fundamental para poder disminuir los costos y 
tener mayor accesibilidad a las tomografías. 


La doctora Muñiz dijo algo muy importante. Como sabrán los señores senadores ya es un 
problema tener cáncer y el tratamiento agrega otro problema más. Es así que estamos 
descentralizando el tratamiento de radioterapia que se aplica en esta enfermedad. En el interior este 
tipo de tratamiento existe en el sector privado como, por ejemplo, en el departamento de Salto, pero los 
demás usuarios tienen que venir a Montevideo, y es una injusticia que tengan que trasladarse porque 
si bien cada sesión no dura más de diez minutos, el tratamiento puede llevar tres semanas o un mes. 
El primer centro se hará en San Carlos —abarcaría a usuarios de Colonia, San Carlos y alrededores— 
donde ya tenemos un centro de oncología clínica que ahora se va a ampliar y en la misma planta física 
va a estar la oncología clínica y la de radioterapia. Estamos hablando de aparatos costosos y recursos 
humanos escasos, y por eso solo vamos a apuntar a estos lugares. En el norte del país tenemos al 
hospital de Tacuarembó que fue el primero en instalarse y los invito a visitar el centro oncológico de 
última generación que ahora se está ampliando. En el interior también se está haciendo el bunker que 
es carísimo y se está terminando. Además se va a comprar un acelerador lineal de alta y baja porque 
creemos que en Uruguay no existe este tipo de instrumental y, en todo caso, si lo hay seguramente 
esté instalado en la capital. Para ello se está haciendo un llamado a licitación para la compra e 
instalación. Aclaramos que ya se cuenta con un acelerador de baja y estamos trabajando en él, pero 
queremos contar también con uno de alta y baja para perfeccionar el tratamiento. 


En el caso del hospital de Colonia, estamos hablando de USD 29:000.000. Tiene 51 camas, 
todas las habitaciones para dos personas con baño privado, el block quirúrgico igual que el que 
estamos desarrollando tanto en el Pasteur como en el Maciel —que ya está hecho- y policlínicas. Está 
todo a nuevo. 


El señor senador preguntaba sobre el CTI de Colonia. Debo aclarar que no decimos no a ese 
respecto, sino que lo estamos estudiando. Es un hospital que podremos inaugurar en abril del año que 
viene porque lo van a entregar a fin de año. No imaginan ustedes todo el equipamiento que tiene el 
soporte para el oxígeno, el aire acondicionado, la calefacción y las calderas. La parte de abajo del 
hospital es un mundo maravilloso que no conocía. Dado que todos esos aparatos no existen en el 
Uruguay y, por tanto, hay que importarlos, estamos haciendo el llamado para comprarlos. Poner en 
funcionamiento un hospital nuevo con la última tecnología es un desafío para ASSE y para la empresa 
que lo está construyendo. No recuerdo que en estos últimos años se haya construido un hospital de 
cero, como estamos haciéndolo nosotros. Digo «nosotros» porque, en realidad, fue hecho en el 
período anterior, por lo que estoy cosechando más que sembrando. De todas maneras, esto se trata de 
un estilo de trabajo, de un programa hecho por un sector político que apostó a la salud. Como bien dijo 
el señor senador, el articulado es breve, pero en los proyectos anteriores fueron muchos los artículos y 
el dinero que se incluyó. Es hora de que también a otros les toque el turno. Los Gobiernos anteriores 
han puesto mucho y sería injusto que el dinero del Estado no se distribuyera también en otros 
organismos que lo precisan. Nuestro desafío es seguir creciendo. Al principio, el ritmo fue muy intenso 
porque había mucha cosa para hacer, ya que, por ejemplo, tenemos edificios de noventa o cien años. 
Entonces, ese fue un gran esfuerzo. Eso es lo que pensamos hacer en Colonia. 


En cuanto a la emergencia del hospital Saint Bois, vamos a ver si con estos 50:000.000 
podríamos empezar. El directorio autorizó el plan de inversiones para 2017, pero no para 2018. Lo 
tenemos como una obra prioritaria. El hospital Saint Bois tiene muchos usuarios en el norte del país. 
Creemos que la emergencia no es la adecuada para atender, aunque tampoco se trata de que sus 
instalaciones se lluevan o de que se caigan, sino que no tiene la infraestructura para cumplir sus 
funciones como tal. Eso es diferente a decir que los pacientes en esa emergencia no están en un lugar 
aceptable. Entre 2018 y 2019, capaz que a mitad de 2018 empecemos la obra para poder terminarla en 
el 2019, con crédito de los dos años, pero créanme que nuestra sensibilidad es la misma que la del 
señor senador que planteó el tema y nuestra preocupación dejó de ser tal para ocuparnos de hacer esa 
emergencia. 


En cuanto a la emergencia del hospital Pasteur es cierto que se nos complicó. Queríamos 
terminar la obra a fines de diciembre del año pasado, pero como el Uruguay es sensible no solo con las 
personas sino también con nuestro patrimonio histórico —el hospital Pasteur es patrimonio histórico 


nacional-, tuvimos que solucionar un problema con la Intendencia de Montevideo y con la Comisión del 
Patrimonio Cultural de la Nación, pues debíamos instalar un puente que uniera el edificio nuevo con el 
viejo. Créanme que conseguir eso nos dio mucho trabajo. Quiero agradecer a la Intendencia de 
Montevideo, al señor intendente y a la Comisión del Patrimonio Cultural de la Nación por entender que 
esa unión era necesaria pues, de lo contrario, sería imposible recibir a los pacientes en la emergencia 
u operarlos y tener que trasladarlos en ambulancia por no tener ese puente que facilitara esa 
comunicación. Se terminó la obra —tal como se vio en la foto— y ahora estamos haciendo las compras 
correspondientes. Las licitaciones ya están en proceso. No me animo a decirlo, pero seguramente en 
octubre ya tendremos todo instalado. Nadie más que nosotros y nuestros usuarios queremos la 
inauguración de esta emergencia y este block. De corazón les comunico que están todos invitados a la 
inauguración; no se pueden perder ver lo que se ha hecho allí. 


Le estoy debiendo al senador Delgado lo relativo al costo. La verdad es que no lo recuerdo y 
no quiero darle un número por otro. Es el segundo pedido que le debo al señor senador. 


SEÑORA MUÑIZ.- En el siguiente artículo, el 203 —esto también tiene que ver con una pregunta del 
senador-, se plantea la transferencia hasta un monto de 200 millones para el ejercicio 2018 y 100 
millones para el ejercicio 2019 a la comisión de apoyo y a la Comisión Honoraria del Patronato del 
Psicópata, justamente, para atender las sentencias de condenas que se dicten contra estas 
instituciones en juicios laborales o eventuales transacciones que se celebren con los mismos. Por ese 
motivo, voy a solicitar al doctor Fernando Rovira, presidente de la comisión de apoyo, que aclare este 
punto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el doctor Rovira. 


SEÑOR ROVIRA.- Buenos días. Soy funcionario del Ministerio de Salud Pública, desde el 2015 en 
comisión en ASSE, donde me desempeño como director de relaciones laborales y el directorio me 
designó para integrar y presidir la Comisión de Apoyo de ASSE. 


Lo primero que quiero señalar tiene que ver con el marco jurídico de la Comisión de Apoyo de 
ASSE. Se habla a veces indistintamente de las comisiones de apoyo sin hacer referencia a un 
determinado marco normativo que las regula. Tenemos, por un lado, la comisión de apoyo de 
programas especiales de ASSE —que es la que motiva este artículo y es la comisión que yo presido por 
resolución del directorio de la institución— y, por otro, las comisiones locales que existen en diversas 
unidades ejecutoras de ASSE que tienen un marco jurídico distinto. Entonces, a lo que nos vamos a 
referir, porque este artículo hace mención a eso, es a la Comisión de Apoyo de programas especiales 
de ASSE. 


Esta comisión de apoyo tiene larga data porque fue creada por la Ley n*. 16002, de 
noviembre de 1988, y reglamentada por posteriores decretos y resoluciones, entre otros, el 189 de 
1990, el 243 de 1997, el 183 del 2000, como también por una resolución del Ministerio de Salud 
Pública de 16 de junio de 1993. Cito este marco jurídico porque, en realidad, el origen de esta 
institución de derecho privado tiene más de 20 años y la génesis de la comisión debe ser conocida por 
la mayoría de los senadores acá presentes. 


Esta comisión se creó en su momento para atender la situación de los CTI —en ese entonces 
del Ministerio de Salud Pública— que requerían determinado tipo de personal asistencial que no podía 
entrar al Estado por normas restrictivas en cuanto al ingreso a la función pública. A partir de ahí se crea 
esta comisión, fundamentalmente, con anclaje en los problemas de recursos humanos en los CTI de 
salud pública. Desde ese momento la comisión tuvo un funcionamiento y una dinámica que se amplió a 
otros aspectos asistenciales, los cuales trascendieron lo que tenía que ver con los CTI. Hoy por hoy 
esta comisión de apoyo tiene un total de 3123 trabajadores en relación de dependencia y 3642 
profesionales en relación de arrendamiento de servicios. Lo primero que hay que dejar claro es que 
tratándose de una persona de Derecho Privado, los vínculos que se establecen a partir de la 
contratación de trabajadores en relación de dependencia o profesionales universitarios en carácter de 
arrendamiento de servicios dispuestos por el directorio de ASSE y solicitados a la comisión de apoyo, 
son vínculos regidos por el Derecho Laboral Privado y no por el Derecho Público o el Derecho 


Administrativo. Tenemos que comprender esto para poder entender cuál es la lógica de 
funcionamiento y la génesis de los juicios de la comisión de apoyo, que voy a explicar a continuación. 


Como los señores senadores acá presentes saben, estas relaciones laborales en el marco del 
Derecho Laboral se rigen por el Derecho Privado y por el régimen del Consejo de Salarios. Los salarios 
que se fijan para la Comisión de Apoyo de ASSE no son los mismos que se establecen para los 
funcionarios presupuestados del rubro 0, sino los salarios que por vía de Consejo de Salarios se fijan 
para los trabajadores de la actividad privada. Desde el inicio del régimen del Consejo de Salarios la 
Comisión de Apoyo de ASSE está categorizada dentro del grupo 20 del Consejo de Salarios y 
seguramente los señores legisladores presentes saben que es un grupo de naturaleza residual, que 
comprende instituciones sociales, deportivas, de salud, etcétera. Fruto de esta situación lo primero que 
hay que señalar es que los salarios para la salud, los que se negocian en el ámbito de la salud privada, 
tienen determinado nivel de retribución mientras que los salarios que paga la Comisión de Apoyo de 
ASSE son regulados por el grupo 20 que es residual. Pero, a su vez, este grupo residual tiene una 
cláusula de reenvío al laudo del grupo 15 de la salud privada que establece que se debe mantener el 
nivel salarial vigente para la salud privada en aquellos casos en que no haya una regulación expresa 
para los grupos de actividad que están dentro del grupo 20 y que no tengan negociación colectiva en 
materia de salarios. A través de esta cláusula de reenvío al laudo del grupo 15 la Comisión de Apoyo 
de ASSE tiene una posición anómala: por un lado, pertenece a un grupo de actividad que no negocia 
salarios y, por otro, una cláusula de reenvío a un grupo de actividad que sí negocia salarios pero con 
una realidad distinta que es la de la salud privada, la del grupo 15. Eso ha determinado que por esta 
cláusula de reenvío comenzaran los juicios contra la Comisión de Apoyo de ASSE por determinados 
beneficios salariales que se encuentran en el laudo del grupo 15, pero no en el laudo del grupo 20 y 
que tampoco perciben los funcionarios públicos del rubro O de ASSE. Esta escalada de juicios —y no lo 
digo en un sentido peyorativo porque naturalmente no podemos oponernos a que si existe causa para 
que se demande al Estado o a una persona de Derecho Privado sea la justicia quien defina la razón o 
sinrazón la demanda planteada— ha tenido un crecimiento exponencial a partir del año 2012, cuando 
podríamos decir que los juicios se quintuplicaron en relación a lo que había sido una constante hasta 
ese momento. Como consecuencia de ese incremento de los juicios, por ley de rendición de cuentas se 
asignó que ASSE le transfiriera a la comisión de apoyo una partida, para juicios o transacciones, de 
300:000 anuales. Esa partida se vino repitiendo en las posteriores leyes y, hoy por hoy, nos 
encontramos con una situación que si bien es distinta por cómo la viene gestionando la comisión de 
apoyo, todavía sigue teniendo consecuencias en relación a que la comisión debe soportar reclamos de 
naturaleza judicial y administrativa ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y debe procesarlos 
o gestionarlos de la mejor manera posible. En ese sentido, debemos señalar que el actual directorio de 
ASSE —que preside la doctora Muñiz— al inicio de su gestión tomó una serie de decisiones, a mi juicio 
estratégicas, con relación a la Comisión de Apoyo de ASSE y a cómo encarar el tema de la 
problemática de las relaciones laborales y de los juicios laborales. Concretamente, tomó una serie de 
medidas que hoy día nos colocan en una mejor situación frente a esta verdadera escalada judicial o 
judicialización de las relaciones laborales en el marco de la Comisión de apoyo de ASSE, medidas que 
implican la celebración de convenios colectivos con los sindicatos representativos de los trabajadores 
no médicos, la Federación de Funcionarios de Salud Pública y la Asociación de Funcionarios de ASSE 
—que existe hasta este momento—, para que por la vía de la transacción se pagaran los rubros que 
figuran en el laudo del grupo 15 —que refieren, fundamentalmente, a presentismo, antigúedad y áreas 
cerradas— con los dineros que se nos asignan para los juicios y las transacciones. Con esto logramos 
desde el Ministerio de Salud Pública —ya sobre fines de 2014— un primer convenio colectivo con los 
sindicatos representativos de los trabajadores no médicos, por el cual pagamos cinco años hacia atrás 
—que es el término de prescripción de los créditos laborales— los rubros de presentismo, antigúedad y 
áreas cerradas. Con ello no solo satisficimos una demanda de los trabajadores con relación a lo que se 
venía pidiendo judicialmente sino que, además, lo hicimos sobre bases que resultaban convenientes 
para la comisión de apoyo y para ASSE, por cuanto en ese convenio no se incluían ni las incidencias 
de los créditos laborales, ni los intereses, ni los reajustes por IPC. Por supuesto que los abogados que 
patrocinan a los trabajadores de las comisiones de apoyo tampoco cobraban sus honorarios porque se 
sustituyó el juicio por la negociación colectiva. 


Realmente, los frutos de ese primer convenio fueron muy importantes porque no solo se puso 
fin a la casi totalidad de los juicios que había por estos conceptos sino que también se evitaron juicios 
posteriores. Pero estos créditos se generan en forma mensual, por lo cual cuando hicimos el convenio 
de fines de 2014 nos pusimos al día hasta cinco años para atrás. Cuando la actual administración de 
ASSE asumió en 2015, nos avocamos a celebrar un nuevo convenio colectivo con las mismas 


organizaciones sindicales para acercar de vuelta los créditos de estos trabajadores que empezaron 
nuevamente a demandar. Desde ese punto de vista logramos un convenio colectivo que nos retrotrajo 
a julio de 2016 por el cual nuevamente bajo la misma dinámica y disponiendo de los mismos fondos 
que nos habilitaban para cumplir sentencias y celebrar transacciones, pusimos al día nuevamente 
estos rubros. Pero desde julio de 2016 hasta ahora empezaron a generarse nuevamente créditos por 
estos conceptos que acabo de señalar. 


SEÑOR DELGADO.- Agradezco al señor Rovira la información y la explicación didáctica acerca de 
cómo se dio el proceso. 


Ahora bien, me gustaría formular algunas preguntas concretas. En primer lugar, ¿de qué cifra 
estamos hablando? ¿Cuál sería el monto global sobre el preacuerdo firmado, que es, en definitiva, el 
convenio colectivo al que se hacía referencia? 


En segundo término, se señaló que luego de este preacuerdo comenzaron nuevos juicios o 
demandas. ¿Eso lo tienen estipulado? 


Por último —pero lo más importante—, me gustaría saber si la situación que generó estas 
demandas laborales por no pago de partidas de presentismo, antigúedad y demás fue regularizada por 
ASSE en las nuevas contrataciones a partir del preacuerdo firmado, o sea, si las incluye dentro de las 
condiciones laborales o acuerdos laborales que firma con nuevos funcionarios. 


SEÑOR ROVIRA.- No entendí bien la última pregunta. Le agradecería al señor senador si pudiera 
volver a explicarla. 


SEÑOR DELGADO.- El señor Rovira ha reconocido que existen demandas por el no pago de algunas 
partidas —pido disculpas porque soy veterinario y a veces me cuesta expresarme sobre algunos 
temas-—, como presentismo, antigúedad y algunas otras. Además, nos ha dicho que se ha firmado un 
convenio colectivo en junio de 2016, por el que se transfiere un monto para pagar esas partidas, 
reconociendo el adeudo que tenía ASSE con los funcionarios de comisión de apoyo. 


Lo primero que quisiera saber es de qué monto estamos hablando. La segunda pregunta tiene 
que ver con qué pasó de junio o julio de 2016 a la fecha. Concretamente, quiero saber si hubo nuevas 
demandas judiciales y, de ser así, por qué monto. Y la tercera —que es la más importante— es si a partir 
del convenio colectivo en el que se reconoce el incumplimiento del pago de algunas partidas por 
derechos laborales, ASSE las incluyó en los nuevos contratos. 


SEÑOR ROVIRA.- Voy a empezar por el tema de los montos. Quiero aclarar que no solo tenemos 
juicios por reclamaciones que tienen que ver con el laudo del grupo 15, sino que también los hemos 
tenido —y los seguimos soportando— en cuanto a, por ejemplo, los contratos de retén. Históricamente, 
la comisión de apoyo daba complementos salariales y en determinado momento quienes los percibían 
—me estoy remontando a la época en que se creó la comisión de apoyo— entendieron que se trataba de 
una partida de retén porque estaban a la orden —sobre todo en el interior del país— para ser llamados 
en el momento en que se los requiriera. Ese es el motivo por el cual en su momento se decidió darles 
un complemento salarial. Obviamente, en ese entonces no se pensó que por la cláusula de reenvío al 
laudo del grupo 15, en el que sí están determinados los retenes para la salud privada, también se iba a 
reclamar el pago de las diferencias de retén entre lo que paga la Comisión de Apoyo de ASSE y lo que 
se paga en la salud privada. 


Es por esto que en estos juicios tenemos un importante componente por retenes, respecto a 
los cuales la comisión de apoyo también ha adoptado medidas de gestión, como reducir a su mínima 
expresión los retenes, no con la idea de suprimir puestos de trabajo, sino por la vía de la 
presupuestación en aquellos casos en que los trabajadores, además de ser funcionarios de ASSE del 
rubro O, tenían un contrato con la comisión de apoyo. Por su parte, en los casos de aquellos 
trabajadores que no tenían vínculo presupuestal con ASSE, se transformaba la figura de retén en un 
contrato presencial en base a un promedio de lo efectivamente trabajado en ejercicio de ese retén. En 


este momento, de un total de doscientos veinte o doscientos treinta retenes que había hasta el año 
pasado, tenemos diecinueve por regularizar en las condiciones que estoy señalando. 


¿Esto quiere decir que los juicios por retenes desaparecieron? No, porque todas estas 
medidas de gestión surten efecto hacia adelante y los reclamos que tenemos son hacia atrás. 


Por lo tanto, adelanto que las cifras que voy a dar van a estar discriminadas. Por un lado, 
tenemos las partidas del laudo del grupo 15, vinculadas a presentismo, antigúedad y área cerrada, y, 
por otro, las partidas por otros juicios, que incluyen retenes, descansos intermedios, etcétera. Tenemos 
una serie de juicios, que son los propios de la actividad privada y a los que, en definitiva, está expuesta 
la comisión de apoyo como institución o persona de derecho privado. 


Desde el punto de vista del presentismo y la antigúedad, tenemos cifras presupuestadas de lo 
que implicaría pagar por año estas dos partidas. Esto nos indica que si esta cifra no se paga por la vía 
en que lo venimos haciendo, habría un juicio que aumentaría el costo, porque a la presupuestación 
anual de estos conceptos hay que agregarle todas las partidas ¡líquidas que implicaría una 
judicialización. De presentismo y antiguedad, serían 170:000.000 anuales, y de área cerrada, que 
corresponde a los trabajadores de CTI, 60:000.000, lo que hace un total de 230:000.000. 


Por otro lado, se nos preguntaba acerca de los reclamos formulados. Tenemos las cifras al 31 
de diciembre de 2016. Por concepto de demandas laborales, hay un total reclamado de $ 577:129.973, 
y por concepto de reclamos formulados en vía administrativa ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, la cifra es de $ 1.150:319.455. Esto nos da una idea del panorama que tenemos, que, repito, es 
con una mirada hacia atrás, porque estamos soportando juicios por partidas generadas de cinco años 
para atrás. Pero esta realidad se ha ido modificando, fruto de tres circunstancias. 


Una primera circunstancia es la de los convenios colectivos, a la que ya hice referencia. 
Nosotros apostamos a un nuevo convenio colectivo que nos permita, con los dineros que tengamos 
para sentencias y para transacciones, volver a pagar por vía de transacción estos conceptos. 


La segunda medida tiene que ver con el proceso de transformación de retenes en el rubro 0, 
presupuestándolos o en contratos presenciales. 


Y la tercera circunstancia es la estrategia que tiene la actual comisión de apoyo en relación 
con la defensa en juicio de estas demandas que venimos soportando y cuyo crecimiento exponencial, 
repito, se produjo a partir del año 2012. Efectivamente hubo una decisión clara del directorio de ASSE 
de transformar la comisión de apoyo y una de las primeras medidas que se adoptó tuvo que ver con la 
estrategia de defensa en juicios. La idea era crear un equipo de profesionales especializados en la 
materia laboral porque, reitero, es el derecho laboral el que rige estos contratos de trabajo. Sobre esa 
base, se formó un staff de abogados jóvenes, en su mayoría pertenecientes a la cátedra de Derecho 
Laboral de la UdelaR. Se trata de abogados que no solo están desarrollando la carrera docente, sino 
también, en algunos casos, la maestría de Derecho del Trabajo. Y se empezó con una estrategia de 
defensa que implicaba comenzar a limitar el alcance de la cláusula de reenvío al grupo 15, tratando de 
que la jurisprudencia cambiara en relación a qué se entendía por salarios mínimos de las categorías 
del grupo 15. Se buscaba que la jurisprudencia entendiera que, en realidad, cuando se hizo la cláusula 
de remisión, la referencia a salarios mínimos no incluía partidas que son aleatorias o marginales del 
salario, como en este caso el presentismo, la antigúedad, el área cerrada, etcétera. En ese sentido hay 
avances muy significativos de la jurisprudencia en cuanto a entender que, efectivamente, la cláusula de 
reenvío refiere a salarios mínimos pero fijos y no a las partidas variables del salario, como pueden ser 
las que acabamos de señalar. Los señores senadores que son abogados saben que la jurisprudencia 
no cambia de un día para el otro, sino que son procesos. Ya hay jurisprudencia de algunos tribunales 
del trabajo que reafirman esta tesis, limitando la norma de reenvío. Asimismo, hay sentencias que 
están cambiando la jurisprudencia en relación a los retenes; en algunas se condena exclusivamente 
respecto de los tiempos de trabajo efectivo y no del tiempo que el trabajador permanece en su casa, 
por entender que no es una situación de retén y que el funcionario no está a la orden. De esta manera, 
se viene modificando el esquema general de la jurisprudencia en relación con estos juicios y estos 
rubros. 


Repito: los beneficios de esto ya los estamos viendo en juicios concretos en los que se 
sentencia de esta forma, pero combinado fundamentalmente con los convenios colectivos, la estrategia 
de la defensa y la desaparición de los retenes, tenemos hacia adelante un panorama mejor, lo que no 
implica que las cifras de reclamos que hoy tenemos no sean las que acabo de mencionar. 


SEÑOR DELGADO.- Simplemente, quiero ver si me quedó claro y vuelvo a pedir disculpas por mi 
visión biológica del derecho laboral. 


Según entiendo, se reconoce el no cumplimiento en estos rubros de naturaleza salarial por lo 
que se hizo un convenio colectivo para su pago, mientras que, para adelante, no es que se haya 
decidido pagarlas, sino que lo que se está haciendo es interpretar cuál es el alcance de estas partidas 
y cambiar la jurisprudencia para evitar nuevos reclamos. ¿Entendí bien? 


SEÑOR ROVIRA.- Lo primero a tener en cuenta con relación a los convenios colectivos es que el pago 
de estas partidas se definió bajo el concepto de transacción. Cuando existe una transacción no existe 
un reconocimiento de que corresponda pagar estos rubros, sino que ambas partes, haciendo 
recíprocas concesiones, ponen fin a un juicio o evitan un juicio posterior. De manera que el convenio 
colectivo sobre la base de que se paga bajo la modalidad de transacción no implica un reconocimiento 
porque, por otro lado, a nivel judicial estamos peleando por aquellos trabajadores que no adhieren al 
convenio colectivo. Como los señores senadores saben, una cosa es que el sindicato tenga la fuerza 
suficiente como para influir en sus afiliados a fin de que adhieran y cobren bajo la modalidad de 
transacción, pero los trabajadores sobre los que el sindicato no tiene influencia seguramente van a 
hacer juicio  —y seguirán haciéndolo— por estos conceptos. 


Por tanto, lo primero a señalar es que los convenios colectivos en esos rubros se firmaron 
bajo el mecanismo de transacción por cinco años para atrás y no implica un reconocimiento de que eso 
se adeuda, lo que se sigue peleando a nivel de la justicia en forma constante y con los cambios en la 
jurisprudencia que acabo de señalar. 


Respecto a la pregunta acerca de si se incluyen o no estos beneficios en los contratos 
posteriores, debo decir que la Comisión de Apoyo de ASSE tiene un presupuesto que está topeado, 
que se basa en la transferencia que el organismo está habilitado para hacer anualmente a esta 
comisión. Hay otra situación similar, que es la de la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata, 
pero en el caso de la comisión de apoyo la transferencia es de $ 3.204:068.185, cifra que da para 
cubrir el presupuesto, pero nosotros no estamos habilitados para disponer de esa partida, que 
exclusivamente se consume en la contratación de vínculos funcionales de recursos humanos, tanto 
médicos como no médicos; en estos últimos se incluye enfermería, auxiliares de servicio, 
administrativos y demás. Como dije, estos vínculos se resuelven por la vía de la transferencia 
presupuestal que ASSE realiza a la comisión de apoyo. En consecuencia, en los nuevos contratos no 
establecemos expresamente que rigen los rubros que pertenecen al grupo 15, porque mientras no se 
nos haga una asignación directa para poder cubrir estos rubros y pagarlos mensualmente, debemos 
acudir a las partidas para cumplir sentencias o transacciones que, repito, vienen desde 2012. Es de 
esa manera que podemos hacer frente a estas demandas. 


Entonces, por un lado vamos achicando el colectivo de trabajadores dependientes de la 
comisión de apoyo por la vía de la presupuestación —esto también forma parte de los convenios que 
venimos celebrando con los sindicatos; empezamos con la incorporación de los trabajadores del CTI, lo 
que está prácticamente en la fase final-, y por otro lado, estamos implementando las medidas de 
gestión que hemos señalado, que tienen que ver con la eliminación de los retenes, etcétera. Desde ese 
punto de vista, la comisión de apoyo tiene una asignación presupuestal para pagar los sueldos de los 
trabajadores que se encuentran bajo cualquiera de estas dos modalidades, es decir, en dependencia o 
arrendamiento de servicios, pero no para cumplir con el laudo de un grupo al que esta comisión no 
pertenece. Aquí hay una laguna jurídica que, justamente, es la que estamos enfrentando en la comisión 
desde el punto de vista del cambio de la estrategia en juicio. 


SEÑORA AVIAGA.- Este es un tema muy preocupante porque involucra a trabajadores que cumplen 
funciones esenciales en todos los hospitales públicos, sobre todo en los del interior, donde las 
guardias, los blocks quirúrgicos, hemoterapia, laboratorios e imagenología son retenes. Todo lo que 


sea de urgencia y emergencia está cubierto de esta manera, con profesionales que fueron contratados 
desde el año 2000 hasta ahora, que cumplen funciones esenciales en la salud. Cualquier ciudadano 
del interior del país que se caiga de la moto y se le rompa el bazo, va a necesitar una operación de 
urgencia. Ese servicio estaba cubierto por trabajadores a quienes, de un día para otro, se les envía 
un telegrama colacionado en el que se les comunica su cese, sin ningún tipo de negociación y sin 
haber tenido una instancia previa en la que se les hubiera informado que esto ¡iba a pasar. Por lo tanto, 
esas guardias de urgencias y emergencias cesaron automáticamente. Eso fue lo que pasó en 
diciembre del año pasado. El 1.* de diciembre de 2016 un telegrama colacionado como el que estoy 
exhibiendo le llegó al personal que trabajaba en las urgencias y las emergencias en los hospitales del 
interior del país, que cobraban por intermedio de la comisión de apoyo. Fue así que, reitero, cesaron al 
personal de un día para el otro, sin instancias de negociación colectiva. 


El 7 de diciembre, la Federación Uruguaya de la Salud emitió un comunicado que se 
distribuyó en todo el país que decía que la medida adoptada por la comisión de apoyo de enviar un 
telegrama colacionado cesando y despidiendo a los trabajadores que hacían guardias retenes en todo 
el país, pero mayormente en el interior, se hizo sin respetar la negociación colectiva y de espaldas a los 
trabajadores. Esto para empezar. 


O sea que la reestructura que ASSE pensaba hacer respecto a las guardias retenes es a 
costa de los trabajadores. ¿Qué pasó? Les entregaron el telegrama colacionado por el que se los 
cesaba y luego vino la frutilla sobre la torta: un acuerdo transaccional —después de haberlos despedido 
por medio de un telegrama colacionado-— que, de ser firmado, permitía la recontratación inmediata de 
los trabajadores. Ahora bien, se trataba de un contrato vacío, sin contenido y no se les decía siquiera 
dónde iban a prestar servicios, en qué condiciones o por cuánto tiempo. Eso fue lo que les pasó el 1." 
de diciembre de 2016 a alrededor de 256 trabajadores de guardias retenes que atendían urgencias y 
emergencias en todo el país. 


Como he dicho, si por ejemplo don Antonio se cae de la moto y se le rompe el bazo es 
necesario que lo operen de inmediato, de urgencia. Sin embargo, esos técnicos altamente 
especializados de las urgencias fueron despedidos el pasado 1. de diciembre. Obviamente, esto 
provocó, entre otras cosas, el sentir que a los funcionarios les estaban violando los derechos laborales 
porque en este acuerdo transaccional los obligaban —no los invitaban— a renunciar a sus juicios 
laborales pendientes y a sus reclamos en juicios futuros. Si hacían eso —reitero que ya estaban 
despedidos- les prometían que los volverían a contratar. 


Por otra parte, se dejaban todos los servicios de urgencias y emergencias del país en manos 
de privados. ¿Qué se hizo en varias partes del país? ¡Contrataban a privados para que vinieran a 
cubrir los servicios que ellos habían dejado cesantes! Esto hizo que, por ejemplo, los directores del 
momento en Artigas o Rivera contrataran camionetas para mandar a los funcionarios —cual ganado— a 
la Comisión de Apoyo de ASSE para firmar este acuerdo. ¡Por suerte hubo gente que se asesoró, no 
firmó y hoy siguen con sus juicios! Además, a las demandas laborales que tiene ASSE por 
incumplimientos genuinos con los trabajadores que prestan servicios esenciales en la salud de nuestro 
país se les agrega una demanda penal. ¿A quién? Al directorio de ASSE. Esta demanda penal es por 
extorsión, por abuso de funciones y está radicada en el Juzgado Penal de Primer Turno, acá en 
Montevideo, en el expediente n.* 87-43/2017. 


Los derechos de los trabajadores han sido vulnerados y, a mi entender -—lo digo como 
trabajadora de la salud—, los derechos de los usuarios lo han sido mucho más. ¡Mucho más! Y sobre 
todo en el interior del país, donde estamos más desprotegidos, donde no se hacen las guardias de 
urgencias y de emergencias dentro de los hospitales sino de retén porque estamos a uno o dos 
minutos del hospital; todos los funcionarios están contratados y trabajan de esa manera. 


He escuchado a quien hacía uso de la palabra mientras se refería a los juicios laborales y lo 
cierto es que hay juicios por incumplimiento, pero una de las formas que encontraron para sacárselos 
de arriba fue cesando, de un día para el otro y mediante telegrama colacionado, a todos los que los 
estaban promoviendo, queriéndolos obligar después a firmar un acuerdo transaccional —aclaro que 
quien figura en representación de ASSE es el doctor Eduardo Decia— para volver a contratarlos de una 
forma donde no se sabe el cómo ni el cuándo. 


Quiero saber a dónde piensa llegar el directorio de ASSE con esta forma de tratar a los 
trabajadores, de brindar los servicios esenciales porque, en vez de ir mejorando cada vez más la 
gestión, al contrario, van hundiéndose más en juicios y juicios laborales que terminamos pagando 
todos los uruguayos, así como también la mala gestión, que se da porque, obviamente, la 
incertidumbre laboral que tienen todos esos compañeros, trabajadores del país que brindan servicios 
de urgencia y emergencia, es muy desgastante y angustiante. 


SEÑOR ROVIRA.- Naturalmente, la senadora que me precedió en el uso de la palabra es parte 
interesada en el tema, porque fue quien formuló la denuncia penal contra el directorio de ASSE y la 
comisión de apoyo. Quiere decir que ella tiene una versión de los hechos como parte interesada. 
Consecuentemente, yo voy a referirme a la parte de ASSE en relación a este tema de la denuncia 
penal. En lo personal, junto con otra integrante de la Comisión de Apoyo de ASSE, la contadora 
Gervasini, tuvimos oportunidad de ir al juzgado penal a declarar y explicar cómo se procesaron estos 
hechos que en nada se parecen al relato que la senadora acaba de hacer. 


Efectivamente, este proceso de transformación de los retenes en cargos presupuestales se 
realizó en función de un mandato legal que tenemos de presupuestar a los trabajadores de la comisión 
de apoyo. Nadie puede afirmar, lógicamente, que presupuestar a un retén es perjudicar a un 
trabajador; por el contrario, es determinar que ese retén pase a estar integrado definitivamente a una 
remuneración, que por ser de tipo presupuestal no está librada a los avatares que tiene quien depende 
de una persona de derecho privado, como es la Comisión de Apoyo de ASSE. Seguramente la señora 
senadora debe conocer que esta comisión es una persona de derecho privado y, por tanto, se rige por 
un determinado estatuto y por decisiones diferentes a las que son propias del estatuto de un 
funcionario público. El trabajador de la comisión de apoyo tiene un contrato de trabajo dependiente o 
un arrendamiento de servicios que no está regido por los regímenes en materia de trabajo público, que 
es de naturaleza estatutaria, donde existe estabilidad en el empleo. En consecuencia, esto, que es una 
reivindicación histórica de los trabajadores, todavía no se ha alcanzado en materia de derecho laboral 
privado, donde no hemos logrado que haya una estabilidad absoluta en el cargo, salvo para aquellos 
casos de dirigentes sindicales y demás. 


Esta primera parte tiene que ver con la génesis, que señalé al principio, de la comisión de 
apoyo -que seguramente la senadora debe conocer por la época en que fue creada, que es una 
persona de derecho privado, consecuentemente regida por las normas de derecho privado. 


Por otro lado, es manifiesta la desinformación que ha llevado a realizar esta denuncia, en 
cuanto a que desde el punto de vista asistencial no se tomaron las medidas previas necesarias para 
llevar adelante este proceso de transformación de los retenes. Acá hubo un proceso de transformación 
de retenes en retenes presupuestados, como señalé, y contratos presenciales. ¿Para qué? Para que 
efectivamente se le pague al trabajador por el tiempo que efectivamente trabaje y no en base a 
retenes, que se dieron en algún momento, bajo la modalidad de complementos. En estos momentos no 
sabemos exactamente en qué circunstancias se dieron esos complementos, pero originaban una 
fuente interminable de litigios. Entonces, el directorio de ASSE, por un lado, y la Comisión de Apoyo de 
ASSE, que es mandataria del directorio, por otro, no podemos permanecer impasibles frente a una 
situación de ese tipo. Quisimos cumplir un mandato legal, como es el de presupuestar a estos 
trabajadores —que ahora se llaman retenes, pero que antes cobraban complementos salariales por 
estar a la orden y poder ser convocados en algún momento- o transformarlos en contratos 
presenciales. Este fue un proceso largo que lideró la gerencia de la comisión de apoyo —la comisión de 
apoyo toma decisiones políticas, mientras que lo instrumental es tema de la gerencia de la comisión de 
apoyo-—, con un trabajo de mucho tiempo, prácticamente de un año, con las direcciones regionales de 
ASSE, examinando cuáles eran aquellos retenes realmente necesarios y cuáles no lo eran, a pesar de 
que por ellos estábamos pagando lo que se abona, no solo en concepto de retén, sino todo lo que se 
nos reclama en concepto de juicios por estar a la orden las 24 horas del día. Cabe aclarar que, 
además, muchos de esos trabajadores se desempeñaban también en instituciones privadas, pero 
demandaban a ASSE por estar a la orden las 24 horas del día. 


Es cierto que quisimos poner fin a los abusos que se daban desde ese punto de vista sobre la 
base de algo racional: ver cuáles eran los retenes efectivamente convocados y, consecuentemente, 
tener un tratamiento de ellos. Imaginen la cantidad de retenes administrativos que había. Es 


inconcebible pensar en un retén administrativo; los retenes asistenciales tienen una lógica, pero los 
administrativos no. 


Se hizo un análisis minucioso con las cuatro direcciones regionales de ASSE para determinar 
cómo se procesaba el tema de la transformación de los retenes y en diciembre —la señora senadora 
dijo que ese mes recibieron un telegrama colacionado y demás- fue la fase final. En ese momento este 
proceso de transformación de retenes ya llevaba prácticamente un año y, en base a acuerdos —porque 
en ningún caso se obligó o se forzó a los trabajadores a aceptar una fórmula que no quisieran—, se 
transformó la situación del retén, derivándola a un rubro presupuestal, a un contrato presencial. Aquel 
que no quiso esto siguió haciendo juicio, como bien dice la señora senadora. Creo que se trata de 
veinte o treinta trabajadores que mantienen un juicio por distintos rubros derivados del retén y de otros 
conceptos; quedan dieciséis que todavía son retenes de la comisión de apoyo. 


Como verán, aquí no hubo ninguna conspiración contra los trabajadores sino que, por el 
contrario, para aquellos que eran retenes realmente necesarios para la institución se llevó adelante un 
proceso de presupuestación. 


Ahora, con este artículo -que espero que vote el Parlamento-, se corre la fecha de la 
presupuestación hasta diciembre de 2015, por lo que vamos a poder presupuestar a mucha más gente. 
La traba que teníamos era muy grande. Fíjense los señores senadores que el tope de diciembre de 
2010 era una limitante muy grande. Ahora vamos a ver sorteado ese aspecto y podremos seguir 
presupuestando trabajadores. 


Por esa vía logramos dar estabilidad a los retenes que realmente eran necesarios y que 
siguen cumpliendo funciones para ASSE sobre la base de la voluntariedad más absoluta. Por supuesto 
que no se lesionó ningún derecho ni se generó ninguna de las figuras penales que la señora senadora 
menciona y que fueron planteadas por ella en la denuncia ante el juzgado penal. Tomamos una medida 
de gestión que, repito, fue adoptada por la comisión de apoyo de ASSE sobre la base de que había 
que racionalizar el problema de los retenes. No podíamos seguir con esa carga que nos colocaba en 
una situación de real preocupación en cuanto a la viabilidad de la comisión de apoyo. Como los 
señores senadores saben, en el caso de ASSE se votan las partidas en el presupuesto y, dentro de 
este, la partida que esa administración puede mandar a la comisión de apoyo. 


Repito que tomamos una medida de gestión para cuidar los dineros públicos no solo 
respetando los derechos de los trabajadores, sino mejorándolos en cuanto a la estabilidad en los 
cargos. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Me ha surgido una duda reglamentaria porque el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara de Senadores dice: «Es prohibido a todo Senador intervenir en asunto que 
se refiera a su interés individual. No obstante, si el Senador denuncia previamente su vinculación con 
el tema podrá autorizarlo la Cámara, si así lo estimare pertinente». Interpreto que al ser litigante, la 
señora senadora Aviaga queda incluida en esta disposición. No soy abogada pero planteo la duda 
porque esto me llamaba muchísimo la atención y quiero señalarlo para que, por lo menos, quede 
constancia en la versión taquigráfica de que aquí hay algo que habría que resolver en cuanto a cómo 
se debe proceder en el funcionamiento de una comisión. 


SEÑOR AMORÍN.- Voy a decir algo a los efectos de colaborar en la dilucidación del tema. 


Entiendo que el reglamento es para el Plenario, por lo que sería la Cámara la que tendría que 
autorizar. En todo caso —para aclarar las dudas y que todos podamos salir felices de aquí-, si esto se 
va a plantear en el Plenario y se entiende que la señora senadora Aviaga tienen algún interés personal 
en el tema, propongo que ella lo denuncie en esa oportunidad. Creo que eso es lo que corresponde. 


Nada más, señora presidenta. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hice el planteo para prevenir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es verdad que el Reglamento opera para las sesiones de la Cámara, pero 
en cuanto a los cuestionamientos de proceder, al estar involucrada hubiera sido más conveniente que 
avisara. De todos modos, debemos superar esta etapa. 


SEÑOR DELGADO.- Señora presidenta: apelo al criterio y a la amplitud con la que ha manejado hasta 
ahora la sesión de la comisión. Hasta ahora ninguno de los que hemos hecho preguntas, 
cuestionamientos, sugerencias y aportes, tuvimos ningún tipo de restricciones por parte de la 
presidencia, cosa que agradecemos. Si bien lo aclaró el señor senador Amorín, entiendo que este es 
un tema general preocupante y sobre el cual, seguramente, en la próxima rendición de cuentas 
tengamos una nueva discusión. Muchos de los temas estarán presentes en la rendición de cuentas del 
año que viene y se incluirán nuevas situaciones que se están dando. 


Por lo tanto, pediría a la señora presidenta que nos ampare, como lo ha hecho hasta ahora, 
en el uso de la palabra y en la posibilidad de preguntar, con el mismo criterio y el respeto con que lo ha 
venido haciendo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En primer lugar, debo decir que planteé una duda porque creo que hace a 
la comisión y, en segundo término, cuando ingresen los representantes del Ministerio de Turismo voy a 
plantear la necesidad de tener una visión global que incluye los artículos y luego pasar a las preguntas. 
De no ser así, se da un ping-pong y los que queremos entender la cuestión global, de algún modo, 
quedamos excluidos. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de los temas reglamentarios, quedó una duda acerca de si 
la señora senador Aviaga está pleiteando en forma personal o si se trata de un juicio general. Creo que 
es bueno que se sepa, independientemente de si el Reglamento lo permite o no. Entiendo que debe 
quedar claro cuál es la situación y luego analizaremos el tema reglamentario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora senadora Aviaga para hacer una aclaración y 
luego la mesa va a hacer una reflexión al respecto. 


SEÑORA AVIAGA.- Esto es bien claro. Nosotros estamos representando a un sector importante de la 
sociedad, sobre todo al que se atiende en salud pública y vio los servicios restringidos el 1. de 
diciembre de 2016. Ese día, cuando amaneció, todos los hospitales públicos de este país se 
encontraron con que habían cesado las guardias retenes contratadas por comisión de apoyo. 


En virtud de esa problemática, nos llegaron inmediatamente reclamos, no solo de Lavalleja 
sino de todo el país, y actuamos. Lo primero que hicimos fue intentar mediar con las autoridades 
correspondientes, pero como eso no se logró —ni siquiera se consiguió tener una instancia de diálogo—, 
la vía que encontramos para parar la ejecución de la medida que había tomado ASSE fue presentar 
una denuncia penal. Yo no estoy involucrada directamente porque hace rato que tuve que renunciar a 
mi trabajo dentro de salud pública para poder integrar esta Cámara. Por lo tanto, no estoy involucrada 
directamente como trabajadora, pero sí como ciudadana informada. Desgraciadamente, a lo largo y 
ancho de este país, los ciudadanos no informados pensaban que tenían una cobertura a la que 
estaban acostumbrados, pero a partir del 1.2 de diciembre quedaron sin la cobertura esencial de las 
guardias retenes en urgencias y emergencias. 


Obviamente, igual seguían teniendo la cobertura porque la gran mayoría de los funcionarios 
que cubrían esas guardias retenes —lo digo con propiedad y con conocimiento— iban a trabajar y 
seguían cubriendo esos servicios a pesar de haber sido cesados. Si pasaba algo mientras estaban 
cumpliendo funciones, en un block quirúrgico, en una emergencia o donde estuvieran, estos 
funcionarios se encontraban a la intemperie porque no estaban contratados, habían sido cesados y 
seguían cumpliendo un servicio por la sociedad y sin el amparo del empleador que los había dejado en 
pampa y la vía. Esa es la realidad. No estoy involucrada directamente como trabajadora, pero sí como 
ciudadana. Si eso les parece mal, no hablo más del tema. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero hacer una pregunta para tener clara la circunstancia. Como integrante de 
la comisión me acabo de enterar, ante un planteo y una respuesta, que la senadora, la colega, es 


litigante. No lo sabía. Cuando vuelve a intervenir habla de un «nosotros» que no sé si es a título 
colectivo o individual. 


El tema que ahora lamentablemente estamos tratando es si no hay ninguna inhibición al 
respecto. Me gustaría que quedara claro a qué se refiere con el «nosotros», si es a título personal. 
Reitero que no teníamos conocimiento —estamos hablando de la bancada; este «nosotros» es 
colectivo, no individual— de que había un litigio en el medio de toda esa intervención. 


Quería hacer esta pregunta porque me queda la duda de qué implica el «nosotros». 


SEÑOR MICHELINI.- Aclarar esto no es menor, aunque lleve unos minutos, porque son las normas 
que nos rigen. Si mal no recuerdo, la propia Constitución establece que los legisladores no pueden 
gestionar ante la Administración pública —no ante la Justicia- casos que nos involucren o de índole 
personal. Acá estamos frente a una estructura, la Administración pública, naturalmente con su 
autonomía, y la senadora no advirtió a la comisión ni a la administración —incluso, no sé si la propia 
presidenta estaba en conocimiento de esto— que ella fue o es parte litigante. Sinceramente supongo la 
buena fe de todos, pero me parece que advertirlo hubiera sido importante. Además, no sé si lo que se 
está preguntando en calidad de senadora después no se usa en el juicio correspondiente. Por lo tanto, 
hubiera sido bueno que se preguntara, independientemente de que el Reglamento lo marque para la 
Cámara. Acá estamos haciendo ejercicio de nuestra investidura de senadores y debió advertir a la 
comisión. No sé si estamos en condiciones de dar a la señora senadora la posibilidad de hablar sobre 
un tema que la involucra personalmente. Creo que esto debería estudiarse para futuros casos que se 
puedan presentar a los efectos de tener claro dónde estamos parados y me hubiera gustado que la 
senadora lo advirtiera al resto de los integrantes de la comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Obviamente, la mesa tenía el mismo desconocimiento de la situación al 
momento de presentar su planteo la senadora Aviaga. Cuando el doctor Rovira dio cuenta de la 
situación reflejada nos enteramos de que la senadora es o puede ser denunciante. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero aclarar los conceptos jurídicos. 


Una cosa es el litigante, quien litiga, y es parte en un proceso. De todo lo que vengo 
escuchando, esto es una denuncia penal. Entonces, es muy distinta la posición de denunciante porque 
lo único que hace es poner en conocimiento de la Justicia un hecho con apariencia delictiva para que lo 
investigue o no. Es muy distinto porque el interés del denunciante, en realidad, lo representa el 
ministerio público. Quien litiga en un proceso penal es el ministerio público contra el acusado, no el 
denunciante. O sea que, en realidad, no podemos dar a la senadora Aviaga una condición de litigante 
que no tiene. Es más, como senadora, si tiene conocimiento —igual que cualquiera de nosotros— de la 
existencia de un hecho con apariencia delictiva, debe y está obligada a ponerlo en conocimiento de la 
Justicia. O sea que, en realidad, el interés que ella está defendiendo no es personal, sino de todos. 
Más allá de eso, ante la duda, más vale siempre darlo a conocer —es mi opinión personal-, pero no 
creo que bajo ningún concepto esté violando norma alguna. Por eso es que el inciso segundo del 
artículo 124 excluye al Poder Judicial de las actividades que no puede hacer el legislador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúo diciendo que, más allá de todos estos reglamentos —que son muy 
importantes; además, el del Senado se traslada a las comisiones porque, en su defecto, tendríamos 
que hacer dos, el de las comisiones y el de la Cámara—, no me gustaría entrar en la filigrana de la 
discusión reglamentaria. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¡Apoyado! 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hubiera sido mucho mejor y saludable para el debate que la senadora nos 
hubiera dicho que estaba impulsando, como denunciante, esta situación y entonces no se nos 
generaba este problema que no conduce mucho a una solución de los problemas que tiene ASSE en 
este momento. 


Pediría que superáramos esto y que, en todo caso, lo sigamos debatiendo en otros ámbitos 
porque lo que realmente tenemos que discutir acá es la rendición de cuentas. Es obvio que hay otras 
temáticas y que la presidencia ha actuado con la mayor amplitud posible siempre tratando de respetar 
lo que dictan los reglamentos, pero también corresponde a los integrantes de la comisión tener una 
actitud conducente que no me obligue a restringir las áreas. En todo caso, el que esté desconforme, 
tiene reglamentariamente el derecho de cuestionar a la mesa. 


Así que continuamos y voy a ceder el uso de la palabra al señor Millán. 


SEÑOR MILLÁN.- Si bien el señor Rovira tendrá que responder, quiero aclarar, desde la gerencia 
general y el directorio, que cuando tomamos conocimiento de esa resolución llamamos al presidente de 
la comisión de apoyo y le explicamos lo que también dice la señora senadora, o sea, el riesgo 
asistencial que podíamos correr, que no se cumplió, que siguieron trabajando. Esto se hizo no solo por 
la voluntad de los trabajadores, sino que hablamos con la Federación de Funcionarios de Salud 
Pública, le expresamos nuestra preocupación y le dijimos que creíamos que esto no podía ocasionar 
un problema asistencial. Ante ello, la federación, los funcionarios y la comisión de apoyo llegaron al 
acuerdo de suspender las medidas hasta ver cómo podíamos resolver este tema. 


Es cierto y muy loable que en el interior trabajan en régimen de retén, sobre todo en el horario 
de la noche; en el día deben saber que tenemos gente adentro de los hospitales que hace los estudios. 
Esos retenes para nosotros eran un problema presupuestal muy importante porque los trabajadores 
veían que si se presupuestaban —que es una garantía que el Estado da a todos los trabajadores— 
perdían la posibilidad de hacer juicios a ASSE. Nunca quedaron sin el trabajo; estuvimos más de un 
año hablando con ellos y con los directores regionales para que pasaran y diciéndoles que les 
ofrecíamos la presupuestación. 


Muchísimos de ellos aceptaron esto y vieron la realidad de la situación. Pero no podemos 
transformar —esto se dijo acá— a la salud en un negocio y algunas personas lo veían como tal. Era una 
caja de ahorro no presupuestarse porque, total, el dinero lo pagábamos quien habla, ustedes y la gente 
que estaba en la calle. Ahí está nuestra responsabilidad y por eso asumimos la reconversión. Jamás se 
pensó en echar a nadie de ASSE; lo único que queríamos era que pasaran a integrar el rubro de ASSE. 
A los únicos que no podíamos pasar era a los que ingresaron después de 2010. Ahora en la rendición 
de cuentas es muy valioso para nosotros que apoyen esto. Se va a tratar de disminuir la cantidad de 
personas que no pueden optar por presupuestarse. 


No hay que confundir a la gente y quiero que esto quede bien claro: sí se intentó hacer; sí se 
resolvió el tema y se atendió la situación y ningún trabajador quedó en la calle porque en ASSE y en 
este Gobierno no queremos gente en la calle, sino trabajando, con seguridad. Por eso al retén de 
comisión de apoyo lo queríamos traer al rubro O de ASSE. Se dio la situación de que un grupo de 
personas no pudieron y otro que agarró la calculadora porque sabía que, como eran los únicos en la 
ciudad o en el pueblo en la condición de «si yo no lo hago no lo hace nadie», decidieron quedarse y 
había que pagarles más. Cuidado con confundir esas cosas porque la salud no es un negocio, por lo 
menos para ASSE. 


SEÑOR DELGADO.- Quiero dejar claro que en la exposición de la señora senadora Aviaga, ella dijo 
que junto con otros ciudadanos eran denunciantes ante la Justicia. 


Con respecto al ejercicio 2016, la información que tenemos es que hay varias unidades 
ejecutoras que cerraron dicho ejercicio con importantes deudas a ser compensadas en 2017. Incluso, 
hay una resolución de ASSE que dispone medidas administrativas para mejorar la gestión económica 
financiera de las unidades. Dentro de las propuestas está sacar del grupo 2, servicios no personales, 
para atender al grupo O e inversiones. Por ende, las preguntas que quiero plantear son: ¿cuáles son 
las unidades ejecutoras que cerraron el 2016 con deuda? ¿Cuál es el monto de esta? ¿Cuál es el 
objeto del gasto en que se produce el desvío? Además, consulto si estas unidades han presentado un 
plan de trabajo requerido por la resolución mencionada con las propuestas necesarias para compensar 
el déficit generado. 


SEÑOR MILLÁN..- Es cierto lo que dice el senador Delgado. Nosotros vimos que se habían excedido 
en el gasto de funcionamiento dieciséis unidades, que presentaron un plan de acción. Nosotros vamos 
a enviar la información al Parlamento. Con el ahorro que vamos a tener por las medidas propuestas en 
la rendición de cuentas, hay un «plan de refinanciamiento». 


En realidad, lo que está primero es la calidad de la atención de los usuarios y puedo 
garantizar que no se va a ver reflejada en las unidades en que hubo un exceso del gasto. Les hemos 
pedido un plan de acción y todas han cumplido. Venimos monitoreando los datos —ya adelanto la 
rendición de 2017 en el 2018- y las unidades están cumpliendo con el plan de acción. Estoy 
mencionando el correctivo y lo de este año, porque hay un compromiso de corregir los desvíos del año 
pasado, que analizamos con el Ministerio de Economía y Finanzas y el directorio. Nosotros apostamos 
fuertemente a los gerentes financieros. Los desvíos se están corrigiendo y estamos monitoreando los 
datos. Los días 20 cierran y a fin de mes informamos a las unidades cómo van. Incluso, nos reunimos 
con los dieciséis equipos que realmente se habían desviado. 


Voy a mandar por escrito lo concerniente a esas unidades. No sabía que se podía preguntar 
tal cosa, si no hubiera traído la información. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para continuar con la consideración del articulado, tiene la palabra la 
presidenta de ASSE, la señora Muñiz. 


SEÑORA MUÑIZ.- En el artículo 204 se solicita facultar al inciso a reasignar hasta un monto de $ 
80:000.000 del grupo 2, Servicios Personales, al grupo O, Retribuciones Personales, a efectos de 
incorporar a sus padrones presupuestales, previa evaluación favorable, al personal titular que cumple 
funciones en servicios de limpieza de las áreas de block quirúrgico del inciso. Como los señores 
senadores recordarán, el año pasado se solicitó que los funcionarios de las cocinas fueran 
presupuestados, y este es un grupo similar. Esto tiene un costo que sale del propio inciso pero, en 
definitiva, lo que estamos solicitando aquí es que se reasignen créditos. Para nosotros este personal es 
muy importante. Los señores legisladores saben que la limpieza del block quirúrgico implica ciertos 
conocimientos técnicos —no la puede hacer cualquiera—, por lo que necesitamos que estos funcionarios 
sean presupuestados. 


Por último, quiero comentar que en el numeral 7) del artículo 235 —esto surge en la Cámara 
de Representantes—- se asigna un monto de $ 62:000.000 con destino a iniciar el proceso de 
simplificación y categorización de los objetos de gasto referidos a retribuciones, lo que nosotros 
llamamos «la simplificación de los renglones salariales», tal como se hizo en la Administración central 
en el marco de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 51 de la Ley n.* 18172. Se reglamentarán 
las condiciones de la simplificación y, obviamente, aquí se inicia un proceso que va a ser largo y que va 
a requerir seguramente muchas reuniones con los señores legisladores porque se van a tener que 
hacer modificaciones de tipo legal. 


SEÑOR DELGADO.- La presidenta de ASSE habla del numeral 7) del artículo 235 del inciso 23, 
«Partidas a reaplicar». Como esto se incorpora en la Cámara de Representantes —es decir que se trata 
de un artículo nuevo que no estaba en el presupuesto original de ASSE-—, es de orden saber si ustedes 
participaron en la redacción o si asesoraron al respecto, y en definitiva si están de acuerdo con el 
artículo. 


SEÑORA MUÑIZ.- Por supuesto, estamos de acuerdo con el artículo, cuya redacción y cálculos fueron 
hechos por el inciso. Abarcan solo un aspecto, que es la partida por nocturnidad para iniciar el proceso. 
Este proceso de simplificación de los renglones estaba comprometido desde hacía mucho tiempo. 
Naturalmente, los señores senadores saben que los costos que tiene para un organismo con la 
cantidad de funcionarios con que cuenta ASSE, son muy importantes. Por lo tanto, se ve esto como 
una oportunidad de iniciar este proceso en forma muy paulatina. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como este es el último artículo referido al inciso y no hay más consultas, les 
agradecemos muchísimo la información que nos han brindado. Nos excusamos porque a veces 
nuestros planteos son extensos, pero así es el Poder Legislativo. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 12:04). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


